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SUMARIO: 
 

Delimitación de competencias entre el Orden Social y el Civil. Responsabilidad de los 
administradores sociales. Cobro de créditos laborales. Derecho a ejercitar, ante el mismo órgano 
jurisdiccional, una acción contra la sociedad y contra su administrador, en cuanto responsable 
solidario de las deudas de la sociedad. Administrador que no convoca junta general pese a que la 
sociedad había sufrido pérdidas importantes en dos ejercicios consecutivos, incumpliendo la exigencia legal 
de la adopción por aquella del acuerdo de disolución o solicitud del concurso. La normativa comunitaria no 
exige que exista un derecho de resarcimiento frente al administrador de una sociedad anónima, ni prevé un 
régimen material y procesal de la responsabilidad de dicho administrador en caso de falta de convocatoria 
de la junta general pese a una pérdida grave del capital suscrito. Corresponde, por tanto, a los derechos 
nacionales regular la cuestión relativa a un eventual derecho del trabajador a ejercitar ante la misma 
jurisdicción social, competente para conocer de la acción declarativa de su crédito salarial, una acción de 
responsabilidad contra el administrador de esa sociedad para el reconocimiento como responsable solidario 
del mismo por incumplimiento de la convocatoria de la junta general ante la pérdida grave del capital suscrito. 

 
PRECEPTOS: 
 

Directiva 2012/30/UE (Garantías exigidas en los Estados miembros a las sociedades, definidas en el artículo 
54, párrafo segundo, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea), arts. 19 y 36. 
RDLeg. 1/2010 (TRLSC), arts. 363.1, 365.1 y 367.1. 

 
PONENTE: 
 

Don T. von Danwitz. 
 
  
 En el asunto C-243/16, 
 
 que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el 
Juzgado de lo Social n.º 30 de Barcelona, mediante auto de 14 de abril de 2016, recibido en el Tribunal de Justicia 
el 27 de abril de 2016, en el procedimiento entre 
 
 Antonio Miravitlles Ciurana, 
 
 Alberto Marina Lorente, 
 
 Jorge Benito García, 
 
 Juan Gregorio Benito García 
 
 y 
 
 Contimark, S.A., 
 
 Jordi Socías Gispert, 
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EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Cuarta), 
 
 integrado por el Sr. T. von Danwitz (Ponente), Presidente de Sala, y los Sres. C. Vajda y E. Juhász, la 
Sra. K. Jürimäe y el Sr. C. Lycourgos, Jueces; 
 
 Abogado General: Sr. Y. Bot; 
 
 Secretario: Sr. I. Illéssy, administrador; 
 
 habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 26 de abril de 2017; 
 
 consideradas las observaciones presentadas: 
 
 - en nombre del Sr. Marina Lorente, por el Sr. J. García Vicente, abogado; 
 - en nombre del Gobierno español, por la Sra. A. Gavela Llopis, en calidad de agente; 
 - en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. J. Rius y H. Støvlbæk, en calidad de agentes; 
 
 oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 26 de julio de 2017; 
 
 dicta la siguiente 
 

Sentencia 
 
 1. La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación de los artículos 2 y 6 a 8 de la Directiva 
2009/101/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, tendente a coordinar, para 
hacerlas equivalentes, las garantías exigidas en los Estados miembros a las sociedades definidas en el artículo 
48 [CE], párrafo segundo, para proteger los intereses de socios y terceros (DO 2009, L 258, p. 11); de los artículos 
19 y 36 de la Directiva 2012/30/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, tendente a 
coordinar, para hacerlas equivalentes, las garantías exigidas en los Estados miembros a las sociedades, definidas 
en el artículo 54 [TFUE], párrafo segundo, con el fin de proteger los intereses de los socios y terceros, en lo relativo 
a la constitución de la sociedad anónima, así como al mantenimiento y modificaciones de su capital (DO 2012, L 315, 
p. 74), y de los artículos 20, 21 y 51 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, 
«Carta»). 
 
 2. Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre los Sres. Antonio Miravitlles Ciurana, 
Alberto Marina Lorente, Jorge Benito García y Juan Gregorio Benito García, por un lado, y Contimark, S.A., y su 
administrador, Sr. Jordi Socías Gispert, por otro, en relación con el cobro de atrasos salariales y otras 
indemnizaciones que dicha sociedad fue condenada a abonar a los primeros. 
 
 Marco jurídico 
 
 Derecho de la Unión Europea 
 
 Directiva 2009/101 
 
 3. La Directiva 2009/101 fue derogada por la Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre determinados aspectos del Derecho de sociedades (DO 2017, L 69, p. 46). 
En la fecha en que acaecieron los hechos del litigio principal, la Directiva 2009/101 seguía siendo aplicable. 
 
 4. Los considerandos 1 y 2 de la Directiva 2009/101 señalaban lo siguiente: 
 
 «(1) La [...] Directiva 68/151/CEE del Consejo, de 9 de marzo de 1968, [Primera Directiva] tendente a 
coordinar, para hacerlas equivalentes, las garantías exigidas en los Estados miembros a las sociedades definidas 
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en el segundo párrafo del artículo 58 del Tratado, para proteger los intereses de socios y terceros [(DO 1968, L 65, 
p. 8; EE 17/01, p. 3)] ha sido modificada en varias ocasiones [...] y de forma sustancial. Conviene, en aras de una 
mayor racionalidad y claridad, proceder a la codificación de dicha Directiva. 
 (2) La coordinación de las disposiciones nacionales relativas a la publicidad, la validez de los compromisos 
de las sociedades por acciones y las sociedades de responsabilidad limitada y la nulidad de estas reviste una 
importancia especial, en particular con miras a asegurar la protección de los intereses de terceros.» 
 
 5. El artículo 2 de esta Directiva disponía lo siguiente: 
 
 «Los Estados miembros tomarán las medidas necesarias para que la publicidad obligatoria relativa a las 
sociedades contempladas en el artículo 1 se refiera al menos a los actos e indicaciones siguientes: 
 
 a) la escritura de constitución y los estatutos, si fueran objeto de un acto separado; 
 b) las modificaciones de los actos mencionados en la letra a), comprendida la prórroga de la sociedad; 
 c) después de cada modificación de la escritura de constitución o de los estatutos, el texto íntegro del acto 
modificado, en su redacción actualizada; 
 d) el nombramiento, el cese de funciones, así como la identidad de las personas que, como órgano 
legalmente previsto, o como miembros de tal órgano: 
 
 i) tengan el poder de obligar a la sociedad con respecto a terceros y representarla en juicio; las medidas de 
publicidad deberán precisar si las personas que tengan poder de obligar a la sociedad pueden hacerlo por sí [solas] 
o deben hacerlo conjuntamente, 
 ii) participen en la administración, la vigilancia o el control de la sociedad; 
 
 e) al menos anualmente, el importe del capital suscrito, cuando la escritura de constitución o los estatutos 
mencionen un capital autorizado, a menos que todo aumento de capital suscrito implique una modificación de los 
estatutos; 
 f) los documentos contables por cada ejercicio presupuestario, que deben publicarse de conformidad con 
[la Directiva 78/660/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1978, Cuarta Directiva basada en la letra g) del apartado 3 
del artículo 54 del Tratado y relativa a las cuentas anuales de determinadas formas de sociedad (DO 1978, L 222, 
p. 11; EE 17/01, p. 55); la Directiva 83/349/CEE del Consejo, de 13 de junio de 1983, Séptima Directiva basada en 
la letra g) del apartado 3 del artículo 54 del Tratado, relativa a las cuentas consolidadas (DO 1983, L 193, p. 1; 
EE 17/01, p. 119); la Directiva 86/635/CEE del Consejo, de 8 de diciembre de 1986, relativa a las cuentas anuales 
y a las cuentas consolidadas de los bancos y otras entidades financieras (DO 1986, L 372, p. 1), y la Directiva 
91/674/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1991, relativa a las cuentas anuales y a las cuentas consolidadas 
de las empresas de seguros (DO 1991, L 374, p. 7)]; 
 g) todo cambio de domicilio social; 
 h) la disolución de la sociedad; 
 i) la resolución judicial que declare la nulidad de la sociedad; 
 j) el nombramiento y la identidad de los liquidadores, así como sus poderes respectivos, a menos que estos 
poderes resultasen expresa y exclusivamente de la ley o de los estatutos; 
 k) el cierre de la liquidación y la cancelación del registro en los Estados miembros en que ésta produzca 
efectos jurídicos.» 
 
 6. A tenor del artículo 6 de dicha Directiva: 
 
 «Cada Estado miembro determinará las personas que deberán cumplir las formalidades de la publicidad.» 
 
 7. El artículo 7 de la misma Directiva es del siguiente tenor: 
 
 «Los Estados miembros dispondrán sanciones apropiadas al menos para los supuestos de: 
 
 a) no publicación de los documentos contables requeridos de conformidad con el artículo 2, letra f); 
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 b) la omisión en los documentos comerciales o en el sitio Internet de la sociedad de los datos obligatorios 
mencionados en el artículo 5.» 
 
 8. El artículo 8 de la Directiva 2009/101 disponía lo siguiente: 
 
 «Si se hubieran realizado actos en nombre de una sociedad en constitución, antes de la adquisición por ésta 
de la personalidad jurídica, y si la sociedad no asumiese los compromisos resultantes de estos actos, las personas 
que los hubieran realizado serán solidaria e indefinidamente responsables, salvo acuerdo contrario.» 
 
 Directiva 2012/30 
 
 9. La Directiva 2012/30 también fue derogada por la Directiva 2017/1132. En la fecha en que acaecieron los 
hechos del litigio principal, la Directiva 2012/30 seguía siendo aplicable. 
 
 10. El considerando 3 de la Directiva 2012/30 enunciaba: 
 
 «Para asegurar una equivalencia mínima en la protección de los accionistas y de los acreedores de estas 
sociedades tiene una importancia muy especial la coordinación de las disposiciones nacionales relativas a su 
constitución, así como al mantenimiento, al aumento y a la reducción de su capital.» 
 
 11. El artículo 19 de esta Directiva disponía lo siguiente: 
 
 «1. En caso de pérdida grave del capital suscrito, deberá convocarse junta general en un plazo fijado por 
las legislaciones de los Estados miembros, con el fin de examinar si procede la disolución de la sociedad o adoptar 
cualquier otra medida. 
 
 2. La legislación de un Estado miembro no podrá fijar en más de la mitad del capital suscrito el importe de 
la pérdida considerada como grave en el sentido del apartado 1.» 
 
 12. A tenor del artículo 36 de dicha Directiva: 
 
 «1. En caso de reducción del capital suscrito, los acreedores cuyos créditos se hubieren originado antes de 
la publicación de la decisión de reducción tendrán al menos el derecho a obtener una garantía por los créditos aún 
no vencidos en el momento de esta publicación. Los Estados miembros no podrán suprimir este derecho salvo si el 
acreedor dispone de garantías adecuadas o estas no son necesarias habida cuenta del patrimonio de la sociedad. 
 Los Estados miembros fijarán las condiciones para ejercitar el derecho previsto en el párrafo primero. En 
cualquier caso, los Estados miembros deberán garantizar que los acreedores están autorizados a dirigirse a la 
autoridad administrativa o judicial competente para obtener las garantías adecuadas, siempre que puedan 
demostrar, de forma creíble, que debido a esta reducción del capital suscrito la satisfacción de sus derechos está 
en juego y que no han obtenido las garantías adecuadas de la sociedad. 
 
 2. Además, las legislaciones de los Estados miembros preverán al menos que la reducción no producirá 
efectos, o que no se podrá efectuar ningún pago en beneficio de los accionistas, en tanto que los acreedores no 
hubieran obtenido satisfacción o que un tribunal hubiera decidido que no había lugar a acceder a su petición. 
 
 3. El presente artículo se aplicará cuando la reducción del capital suscrito se realice por dispensa total o 
parcial del pago del saldo de las aportaciones de los accionistas.» 
 
 Derecho español 
 
 13. El artículo 236 de la Ley de Sociedades de Capital, aprobada por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 
de julio, que lleva la rúbrica «Presupuestos y extensión subjetiva de la responsabilidad», dispone lo siguiente: 
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 «1. Los administradores responderán frente a la sociedad, frente a los socios y frente a los acreedores 
sociales, del daño que causen por actos u omisiones contrarios a la ley o a los estatutos o por los realizados 
incumpliendo los deberes inherentes al desempeño del cargo, [...] 
 
 2. En ningún caso exonerará de responsabilidad la circunstancia de que el acto o acuerdo lesivo haya sido 
adoptado, autorizado o ratificado por la junta general. 
 [...]» 
 
 14. A tenor del artículo 237 de esta Ley, que lleva el epígrafe «Carácter solidario de la responsabilidad»: 
 
 «Todos los miembros del órgano de administración que hubiera adoptado el acuerdo o realizado el acto 
lesivo responderán solidariamente, salvo los que prueben que, no habiendo intervenido en su adopción y ejecución, 
desconocían su existencia o, conociéndola, hicieron todo lo conveniente para evitar el daño o, al menos, se 
opusieron expresamente a aquél.» 
  
 15. Según el artículo 238, apartado 1, de dicha Ley, titulado «Acción social de responsabilidad»: 
 
 «La acción de responsabilidad contra los administradores se entablará por la sociedad, previo acuerdo de 
la junta general, que puede ser adoptado a solicitud de cualquier socio [...]». 
 
 16. El artículo 241 de la misma Ley, que lleva como epígrafe «Acción individual de responsabilidad», dispone 
lo siguiente: 
 
 «Quedan a salvo las acciones de indemnización que puedan corresponder a los socios y a los terceros por 
actos de administradores que lesionen directamente los intereses de aquellos.» 
 
 17. El artículo 362 de la Ley de Sociedades, titulado «Disolución por constatación de la existencia de causa 
legal o estatutaria», establece: 
 
 «Las sociedades de capital se disolverán por la existencia de causa legal o estatutaria debidamente 
constatada por la junta general o por resolución judicial.» 
 
 18. A tenor del artículo 363, apartado 1, de la citada Ley, que lleva el epígrafe «Causas de disolución»: 
 
«La sociedad de capital deberá disolverse: 
 
 a) Por el cese en el ejercicio de la actividad o actividades que constituyan el objeto social. En particular, se 
entenderá que se ha producido el cese tras un período de inactividad superior a un año. 
 [...] 
 e) Por pérdidas que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, a 
no ser que éste se aumente o se reduzca en la medida suficiente, y siempre que no sea procedente solicitar la 
declaración de concurso. 
 [...]» 
 
 19. El artículo 365, apartado 1, de la misma Ley, que lleva el epígrafe «Deber de convocatoria», preceptúa: 
 
 «Los administradores deberán convocar la junta general en el plazo de dos meses para que adopte el 
acuerdo de disolución o, si la sociedad fuera insolvente, ésta inste el concurso. 
 [...]» 
 
 20. El artículo 367, apartado 1, de la citada Ley, que lleva el epígrafe «Responsabilidad solidaria de los 
administradores», enuncia: 
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 «Responderán solidariamente de las obligaciones sociales posteriores al acaecimiento de la causa legal de 
disolución los administradores que incumplan la obligación de convocar en el plazo de dos meses la junta general 
para que adopte, en su caso, el acuerdo de disolución, así como los administradores que no soliciten la disolución 
judicial o, si procediere, el concurso de la sociedad, en el plazo de dos meses a contar desde la fecha prevista para 
la celebración de la junta, cuando ésta no se haya constituido, o desde el día de la junta, cuando el acuerdo hubiera 
sido contrario a la disolución.» 
 
 Litigio principal y cuestiones prejudiciales 
 
 21. Contimark es una sociedad anónima en la que consta como administrador único el Sr. Socías Gispert. 
En 2012 y 2013 dicha sociedad sufrió pérdidas, y en el segundo semestre de 2013 cesó en el ejercicio de sus 
actividades. 
 
 22. Los demandantes en el litigio principal son antiguos trabajadores de Contimark, sociedad que fue 
condenada, por diversas sentencias del Juzgado de lo Social de Barcelona, a abonarles diferentes importes por 
atrasos salariales e indemnizaciones derivados de la extinción de su contrato de trabajo, que tuvo lugar en las 
indicadas circunstancias. Dada la situación de insolvencia de Contimark y el carácter limitado de la garantía salarial, 
los referidos trabajadores no pudieron cobrar la totalidad de sus créditos. 
 
 23. En el ulterior procedimiento de ejecución de las mencionadas sentencias, los demandantes en el litigio 
principal han ejercitado, ante el órgano jurisdiccional remitente, el Juzgado de lo Social n.º 30 de Barcelona, una 
acción de responsabilidad, mediante la interposición de una demanda incidental, dirigida contra el Sr. Socías 
Gispert, como administrador de Contimark, a fin de que sea declarado responsable del incumplimiento de la Ley de 
Sociedades de Capital y responsable solidario, junto con dicha sociedad, del pago de los importes que todavía se 
les adeudan. Alegan que el Sr. Socías Gispert incurrió en responsabilidad por no haber convocado la Junta General 
de Contimark, pese a que esta sociedad había sufrido pérdidas importantes en 2012 y 2013, para que se adoptara 
el acuerdo de disolución o se instara el concurso. 
 
 24. El órgano jurisdiccional remitente expone que, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, 
no es competente para pronunciarse sobre la responsabilidad de los administradores de sociedades anónimas. 
Según esa jurisprudencia, los titulares de créditos salariales carecen de base legal para ejercitar una acción ante el 
Juzgado de lo Social con el doble objeto de reclamar sus créditos frente a la sociedad mercantil que los empleaba 
y, simultáneamente, solicitar que se declare a un administrador de esta sociedad responsable solidario de tales 
deudas. Contrariamente a los restantes acreedores de la sociedad en cuestión, aquéllos deben interponer, según la 
referida doctrina, dos demandas: la primera, ante el Juzgado de lo Social, interesando el reconocimiento de su 
crédito; posteriormente, una segunda demanda ante el órgano de la jurisdicción civil/mercantil competente para 
conocer de las demandas de responsabilidad solidaria contra el administrador de dicha sociedad. 
 
 25. El órgano jurisdiccional remitente añade que la Ley de Sociedades de Capital establece la 
responsabilidad de los administradores en caso de incumplimiento de lo dispuesto en las Directivas 2009/101 y 
2012/30 y, más concretamente, que el artículo 367 de esa Ley, relativo a la responsabilidad solidaria de los 
administradores, tiene por objeto transponer al Derecho interno el artículo 19 de la Directiva 2012/30. De este modo, 
el órgano jurisdiccional remitente considera que las citadas Directivas son aplicables a la mencionada 
responsabilidad y que la jurisprudencia del Tribunal Supremo podría ser contraria a dichas Directivas, a la luz de los 
principios de igualdad de trato y de no discriminación consagrados en los artículos 20 y 21 de la Carta, al obligar a 
los titulares de un crédito laboral a ejercer su derecho a la correlativa acción de responsabilidad ante una jurisdicción 
distinta de la competente para conocer de la acción declarativa de su crédito. 
 
 26 En tales circunstancias, el Juzgado de lo Social n.º 30 de Barcelona decidió suspender el procedimiento 
y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales: 
 
 «1) ¿En base a las Directivas 2009/101/CE y 2012/30/UE y su trasposición en los artículos 236, 237, 238, 
241 y 367, entre otros, de la Ley de Sociedades de Capital, el acreedor de la sociedad mercantil que reclame su 
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crédito laboral ante los órganos judiciales españoles competentes -los de la jurisdicción social- tiene derecho a 
ejercitar simultáneamente ante el mismo tribunal la acción directa frente a la empresa para el reconocimiento de la 
deuda laboral y, de forma acumulada, la acción frente a la persona física -el administrador societario- como 
responsable solidario de las deudas de la sociedad basada en el incumplimiento de las obligaciones mercantiles 
previstas en dichas Directivas y traspuestas en la [Ley de Sociedades de Capital]? 
 2) ¿La jurisprudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo [...], puede infringir los artículos 2, 6, 7 y 
8 de la Directiva 2009/101/CE y los artículos 19 y 36 de la Directiva 2012/30/UE, al considerar que los tribunales 
españoles de la jurisdicción social no pueden aplicar directamente para el crédito laboral las garantías previstas en 
tales Directivas comunitarias y traspuestas en los artículos 236, 237, 238, 241, 367 y otros [de la Ley de Sociedades 
de Capital] para los acreedores de las sociedades mercantiles cuando sus máximos responsables -personas físicas- 
incumplen las exigencias formales de publicidad de actos esenciales de la sociedad previstos en la [Directiva] 
2009/101 y en la [Directiva] 2012/30 y traspuestos en la [Ley de Sociedades de Capital]? 
 3) ¿La jurisprudencia de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo [...], puede conculcar los artículos 20 y 
21, en relación con el 51 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea al forzar al acreedor 
laboral -trabajador asalariado- a duplicar los procedimientos jurisdiccionales -primero ante la jurisdicción social para 
obtener el reconocimiento del crédito laboral frente a la empresa y después ante la jurisdicción civil/mercantil para 
obtener la garantía solidaria del administrador societario o de otras personas físicas- cuando esta exigencia no está 
contemplada para ningún otro tipo de acreedor -con independencia de la naturaleza de su crédito- ni en la Directiva 
2009/101/CE ni en la Directiva 2012/30/UE ni tampoco en las normas legales internas [...] que trasponen dichas 
previsiones comunitarias?» 
 
 Sobre las cuestiones prejudiciales 
 
 27. Mediante las cuestiones prejudiciales planteadas, que procede examinar conjuntamente, el órgano 
jurisdiccional remitente pide sustancialmente que se dilucide si la Directiva 2009/101, y en particular sus artículos 2 
y 6 a 8, y la Directiva 2012/30, en particular sus artículos 19 y 36, a la luz de los artículos 20 y 21 de la Carta, deben 
interpretarse en el sentido de que confieren a los trabajadores que sean acreedores de una sociedad anónima, a 
raíz de la extinción de su contrato de trabajo, el derecho a ejercitar, ante la misma jurisdicción social que la 
competente para conocer de la acción declarativa de su crédito salarial, una acción de responsabilidad contra el 
administrador de esa sociedad, por no haber convocado la junta general pese a las pérdidas importantes sufridas 
por la empresa, con el fin de que se declare a dicho administrador responsable solidario de la referida deuda salarial. 
 
 28. Con carácter preliminar, procede señalar que el órgano jurisdiccional remitente debe pronunciarse sobre 
una acción de responsabilidad contra el administrador de Contimark, por incumplimiento de la obligación de 
convocar la Junta General pese a las pérdidas importantes sufridas, sobre la base de disposiciones de la Ley de 
Sociedades de Capital, entre ellas su artículo 367, que permiten a los acreedores invocar esa responsabilidad, según 
las precisiones que figuran en el auto de remisión. 
 
 29. A este respecto, de los considerandos 1 y 2 de la Directiva 2009/101 se infiere que esta última tiende a 
coordinar las disposiciones nacionales relativas a la publicidad, la validez de los compromisos de las sociedades 
por acciones y las sociedades de responsabilidad limitada y la nulidad de éstas. En cuanto a la Directiva 2012/30, a 
tenor de su considerando 3, dicha Directiva trata de asegurar una equivalencia mínima en la protección de los 
accionistas y de los acreedores de las sociedades anónimas, y con ese fin armoniza las disposiciones nacionales 
relativas a la constitución, así como al mantenimiento, al aumento y a la reducción del capital de esas sociedades 
(véase, a propósito de la Directiva 2012/30, la sentencia de 19 de julio de 2016, Kotnik y otros, C-526/14, 
EU:C:2016:570, apartado 86). 
 
 30. En lo que respecta a las disposiciones de las dos Directivas a las que hace referencia el órgano 
jurisdiccional remitente, los artículos 2, 6 y 7 de la Directiva 2009/101 establecen las obligaciones de los Estados 
miembros en materia de formalidades sobre publicidad relativa a las sociedades y su artículo 8 trata de los actos 
realizados en nombre de una sociedad en constitución. Tales disposiciones, al igual, por otra parte, que las restantes 
disposiciones de esa Directiva, no establecen ni la obligación de convocar la junta general de una sociedad mercantil 
en caso de pérdidas importantes, ni el derecho de los acreedores a ejercitar, en la misma situación, una acción de 

http://www.laboral-social.com/
https://www.instagram.com/estudioscef/
https://www.facebook.com/CEFlaboralsocial/
https://twitter.com/ClubLaboral
https://www.linkedin.com/groups/4518314
https://es.pinterest.com/estudioscef/libros-derecho-laboral-y-seguridad-social/
https://www.youtube.com/videoscef
https://plus.google.com/u/0/b/105597271181857568473/communities/110981840707027661597


 
 

www.laboral-social.com
                   

 

responsabilidad frente al administrador, ni normas de procedimiento a tales efectos, de lo cual se sigue que no tienen 
ninguna conexión con los hechos del litigio principal. Lo mismo puede predicarse del artículo 36 de la Directiva 
2012/30, que únicamente regula el derecho de los acreedores a obtener una garantía en caso de reducción del 
capital suscrito. 
 
 31. En cuanto al artículo 19 de la Directiva 2012/30, ni esta disposición ni ninguna otra de las contenidas en 
dicha Directiva tratan de la responsabilidad de los administradores ni imponen especiales exigencias en relación 
con la competencia de los tribunales para pronunciarse sobre tal responsabilidad. Es cierto que ese artículo 
establece la obligación de convocar la junta general de la sociedad en caso de pérdida grave del capital suscrito, 
pero también lo es que se limita a enunciar tal obligación, sin precisar las restantes condiciones a las que está sujeta, 
tales como, en particular, el órgano de la sociedad al que incumbe cumplirla. Y el referido artículo, sobre todo, no 
contempla las consecuencias de un eventual incumplimiento de esa obligación de convocar la junta general. 
 
 32. De este modo, el artículo 19 de la Directiva 2012/30 no exige que exista un derecho de resarcimiento 
frente al administrador de una sociedad anónima, ni una norma que establezca el régimen material y procesal de la 
responsabilidad de dicho administrador en caso de falta de convocatoria de la junta general pese a una pérdida 
grave del capital suscrito. 
 
 33. Por lo tanto, corresponde a los Derechos nacionales regular la cuestión relativa a si los acreedores de 
una sociedad anónima pueden ejercitar una acción de responsabilidad frente al administrador y, en su caso, 
conforme a qué régimen material y procesal, con el fin de obtener la reparación del perjuicio que han sufrido, cuando 
la junta general no haya sido convocada en caso de pérdida grave del capital suscrito. 
 
 34. Dado que el artículo 19 de la Directiva 2012/30 no impone a los Estados miembros ninguna obligación 
específica a este respecto, la situación sobre la que versa el litigio principal no puede apreciarse a la luz de las 
disposiciones de la Carta (véase, en este sentido, la sentencia de 10 de julio de 2014, Julián Hernández y otros, C-
198/13, EU:C:2014:2055, apartado 35 y jurisprudencia citada). 
 
 35. Habida cuenta de las consideraciones que han quedado expuestas, procede responder a las cuestiones 
prejudiciales planteadas que la Directiva 2009/101, y en particular sus artículos 2 y 6 a 8, y la Directiva 2012/30, en 
particular sus artículos 19 y 36, deben interpretarse en el sentido de que no confieren a los trabajadores que sean 
acreedores de una sociedad anónima, a raíz de la extinción de su contrato de trabajo, el derecho a ejercitar, ante la 
misma jurisdicción social que la competente para conocer de la acción declarativa de su crédito salarial, una acción 
de responsabilidad contra el administrador de esa sociedad, por no haber convocado la junta general pese a las 
pérdidas importantes sufridas por la empresa, con el fin de que se declare a dicho administrador responsable 
solidario de la referida deuda salarial. 
 
 Costas 
 
 36. Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido 
ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a éste resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por 
quienes, no siendo partes del litigio principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden 
ser objeto de reembolso. 
 
 En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Cuarta) declara: 
 
 La Directiva 2009/101/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, 
tendente a coordinar, para hacerlas equivalentes, las garantías exigidas en los Estados miembros a las 
sociedades definidas en el artículo 48 [CE], párrafo segundo, para proteger los intereses de socios y 
terceros, y en particular sus artículos 2 y 6 a 8, y la Directiva 2012/30/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, tendente a coordinar, para hacerlas equivalentes, las garantías exigidas 
en los Estados miembros a las sociedades definidas en el artículo 54 [TFUE], párrafo segundo, con el fin de 
proteger los intereses de los socios y terceros, en lo relativo a la constitución de la sociedad anónima, así 
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como al mantenimiento y modificaciones de su capital, en particular sus artículos 19 y 36, deben 
interpretarse en el sentido de que no confieren a los trabajadores que sean acreedores de una sociedad 
anónima, a raíz de la extinción de su contrato de trabajo, el derecho a ejercitar, ante la misma jurisdicción 
social que la competente para conocer de la acción declarativa de su crédito salarial, una acción de 
responsabilidad contra el administrador de esa sociedad, por no haber convocado la junta general pese a 
las pérdidas importantes sufridas por la empresa, con el fin de que se declare a dicho administrador 
responsable solidario de la referida deuda salarial. 
 

von Danwitz Vajda 
 Juhász 
Jürimäe   Lycourgos 

 
 Pronunciada en Luxemburgo, a 14 de diciembre de 2017. 
 

El Secretario El Presidente de la Sala Cuarta 

A. Calot Escobar T. von Danwitz 

 
 * Lengua de procedimiento: español. 
 

Fuente sitio en internet del Tribunal de Justicias 
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